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Panamá, 09 de diciembre de 2022
Nota C-21 l-22

Su Excelencia
Omar E. Montilla M.
Viceministro de Comercio Interior e Industrias
Ciudad.

Ref.: Viabilidad para el otorgamiento de Certificado de Fomento lndustrial
(CFI) cn atcnción a la Ley N.o 76 de 23 de noviembre de 2009.

Señor Viceministro:

En atención a la función constitucional contenida en el numeral 5 del artículo 220 y la

dispuesta en el numeral I del artículo 6 de la Ley N'38 de 3l de julio de 2000 "Que

aprueba el Estatuto Orgánico de la Procuraduría de la Administración, regula el

Procedimiento Administrativo Ceneral y dicta disposiciones especiales", conforme al cual

corresponde a esta Procuraduría, servir de consejera jurídica a los servidores públicos

administrativos, damos respuesta a la Nota MICI-DVCll-N-No.-[614]-2022, recibida en

este Despacho el l8 de noviembre de los corrientes, a través de la cual elevó a esta

Procuraduría, consulta relacionada con la viabilidad de otorgar Certificado de Fomento

lndustrial (CFI) a empresas inscritas en el Registro de la lndustria Nacional (RlN) que

mantienen condiciones que no le permiten acogerse a los beneficios de la Ley N." 76 de 23

de noviembre de 2009.

I. Lo que se consulta:

Luego de revisar el contenido integral de la consulta formulada, esta Procuraduría estima
que la entidad consultante lo que desea conocer es:

"1. La viabilidad de conceder los beneficios que la Ley 76 eslablece,

específicamente el CFI, a una empresa previamente inscrila en el
Registro Ndcionul de la Industria, que realizó una inversión bajo la
premisa de tener derecho ul beneficio en virtud de la inscripción y que

posteriormenle surge la duda en cuanlo a que Iu Dirección General de

Industrias considere que Ia inscripción no fue dada en debida formu, por
incurrir en tres prohibiciones de las que establece el arlículo 3 del Texto

Unico de la Ley 7ó de 2009.

2. El estatus jurídico de la inscripción de esas empresas en el Regislro
Nacional de la lndustria. "



suspcntlidos. no se declaren contrark¡s a la Conslítución Polílica. a la lev o a k¡s
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Respecto al primer punto relerente a"Lo viabilidad de conceder bs beneficios que la Ley
76 establcce, cspecificamente el CFI, a una empreso previamente inscrita en el Registro
Nucional de lu lndustria...", debemos manifestarle que esta Procuraduría comparte el
criterio esbozado por la Dirección de Asesoría Legal del Ministerio de Comercio Interior e
Industrias, cuando sostienen que, una empresa que goza de cualquier otro beneficio fiscal, o
que tenga contrato con la Nación que le otorgue un régimen fiscal o aduanero especial, no
puede acogerse a los beneficios o incentivos de la Ley N.'76 de 23 de noviembre de 2009.

No obstante. respecto al supuesto en que la Dirección General de Industria considere que la
inscripción no fue dada en debida forma, por incurrir en tres prohibiciones que establece el
artículo 3 del Texto Unico de la Ley 76 de 2009, debemos advertir que las resoluciones
expedidas por la Dirección General de Industrias del Ministerio de Comercio e Industrias,
por medio de la cual son inscritas las empresas en el Registro de la Industr¡a Nacional
(RlN), bajo el tamiz de nuestro ordenamiento jurídico, se encuenlran revestidas de
presunción de legalidad.

Lo anterior se sustenta con base al artículo 46 de la Ley N."38 de 3l de julio de 2000, el

cual consagra dichos principios, señalando que: las órdenes y demús uclos adminislrutivos
en.firme, del Gobierno Central o de las entidudes descenlralizadus de carácler individual,
tienen luer:a oblipotoria inmediaÍa, v serán unlicados mient clos no seon

reyl¿nt nlo.s lcnarulas por k¡s tribunales comnetenles , en consecuencia, las resoluciones
expedidas por la Dirección General de Industrias del Ministerio de Comercio e lndustrias se

encuentran revestidas de presunción de legalidad y por consiguiente, las empresas inscritas
en el RIN, gozan de los beneficios otorgados por la Ley N.'76 de 23 de noviembre de 2009.
con las reformas aprobadas por la Ley N.'25 de 23 de mayo de 2017 y el Decreto Ejecutivo
N."37 de l0 de abril de 2018.

Por su parte, del contenido de su consulta se desprende además que, fueron registradas en el
Registro de la lndustria Nacional (RIN), empresas que les era prohibida dicha inscripción
con base al contenido del artículo I del Texto Unico de la Ley N.'76 de 23 de noviembre
de 2009; situación que debemos advertir, ya que, de conformidad al Principio de Legalidad,
establecido en el artículo l8 constitucional, en concordancia con el artículo 34 de la Ley
N.'38 de 3l de julio de 2000, kxlos los uctos administrativos deben eslar somclidt¡s a lus
(yq1. confbrme al cual todo ejercicio de un poder público debe realizarse acorde a la Ley
vigente y su jurisprudencia. Dicho en otras palabras, el servidor núblico solo nuede hucer
lo <1ue lu ley la nermite ; por lo cual, lo que en derecho corresponde es, que el Ministerio de
Comercio e Industrias a través de la Dirección General de Industrias del Ministerio de
Comercio e lndustrias. inicie el procedimiento correspondiente respecto a los actos
administrativos que fueron emitidos al margen de la Ley N."76 de 23 de noviembre de
2009; con Ia finalidad de coregir cualquier situación que sea contraria a Ia Constitución y
las leyes vigentc en nuestro ordenamiento jurídico.

En atención al segundo punto, respecto al "estatus jurídico de la inscripción de esas

empresas en el Registro Nacional de la Industria", somos del criterio que las empresas
inscritas en el Registro de la Industria Nacional (RIN), están revestidas del beneficio
consignado en el artículo 23 del Texto Único de la Ley N.'76 de 23 de noviembre de 2009;
no obstante, en el caso que se advierta un posible incumplimiento de requisitos formales

II. Critcrio de la Procuraduría de la Administración:
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por parte de las empresas amparadas por las resoluciones que sirvieron como medio de
inscripción en el Registro de la Industria Nacional, reiteramos que es el Ministerio de

Comercio e lndustrias a través de la Dirección General de Industrias del Ministerio de

Comercio e Industrias, a quien le corresponde iniciar el procedimiento correspondiente
respecto a los actos administrativos que fueron emitidos al margen de la Ley N.'76 de 23
de noviembre de 2009; con la finalidad de corregir cualquier situación que sea contraria a la
Constitución y las leyes vigentes en nuestro ordenamiento jurídico.

Primeramente debemos señalar que un aspecto de esencial importancia al que debemos
hacer referencia, lo constituye, el principio cardinal de legalidad, el cual se encuentra
regulado tanto a nivel constitucional como legal. Veamos:

A. MarcoConstitucional.

"Artículo 18. Los particulares sólo son responsables anle las
autoridudes por infracción de Ia Constitución o de la Ley. Los
servidores públicos los son por esas mismas causas y lambién por
exttalimitación de funciones o por omisión en el ejercicio de
éstas. "

''Artículo 31. Las acluaciones adminislralivus en lodas las
entidades públicas se e{ectuurán con aneglo u normus de
inlbrmulidad, imparcialidad, un iform idad, economía, celeridad y
elicuciu, garuntizundo Ia realización oportuna de la función
udministraliva, sin menoscabo del debido proceso legal, con
objetiviclad y con apego al orincipio de esticta le¿alidad ..." (Lo
subrayado es nuestro)

Este principio fundamental de derecho recogido en nuestro ordenamiento jurídico. propone
que el mismo, constituye el fundamento en virtud del cual todos los actos administrativos
deben estar sometidos a las leyes; es decir, todo ejercicio de un poder público debe
realizarse acorde a la ley vigente y su jurisprudencia. Dicho en otras palabras, el servidor
úhli«t s¡ilo ucdt hutrr lo uelaL rmilu

,FERNÁNDEZ SARASOLA, tgnacio y SÁI{CHEZ ÁLVAREZ, Eduardo Manual de FuQlaoenlos de Derecho Público y Pnvado.
EditorialTecnos (Grupo Anaya, S.A ),2011, Págs 41y42

lll. Nuestra ooinión legal la sustentamos en los siguientes términos

B. Marco leqal (Lev No.38 de 3l de iulio de 2000):

Con relerencia a lo anterior, debo manilestar de igual tbrma que. el Principio de

Legulidu<lt entraña que los poderes públicos sólo pueden proceder de acuerdo con las
normas quc fijan sus competencias y actuaciones, contemplando así entre otros elementos,
la vinculación positiva de los poderes públicos, en la cual éslos (kts podere.r). solo pueden
hacer aqucllo que se encuentra expresamente permitido. por las normas jurídicas y Io
contrario de una vinculación positiva sería obviamente, una vinculackin negativu, que
implica que se puede hacer todo aquello que no prohíban expresamente las normas. Este
último tipo de vinculación es la característica de los ciudadanos.
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En este orden de ideas, es preciso señalar que el afículo 3 del Texto Único de la Ley N.'76
de 23 de noviembre de 2009, que dicta medidas para el fomento y desanollo de la industria,
con las reformas aprobadas por Ia Ley 25 de 23 de mayo de 2017, señaló categóricamente,
cuales empresas no podrían acogerse a los beneficios que otorgaba la cita norma. Veamos:

"Artículo 3. Esta Ley es aplicable a la agroindustria y a las industrias <le

nanufactura, de trunsfonnación acuícola, de recursos forestales y
pesqueros, incluyendo a las micro, pequeñas, medianas y demás empresas
induslriales establecidas o que se establezcan en lu Repúblicu de Panamá,
asi comt¡ a la totalidad de las operaciones inlegradas de las induslrias de
nrunuÍaclura que se clediquen a lo obtención y trans.formaci(tn de moteriús
primas pesqueras, agropecuarias, loreslules u olras.

L Lus que c,slén gozrndo de cuulquier otro incenlivo liscal. Se exctpltiu cl
clerec'ho esÍablecido en el Certificado de ltoder Cancelutorio, el (ertificudo
de Poder Cancelatorio Especial y en el Résimen de Estabilidad Jurídica dc
lus lnversiones, yo que esk)s no consliluycn un inunlivo fiscul.

2. Las que se eslublezcan en un rélinen fiscctl o aduunero especiul. conr¡
zt¡nu,s fruncas, zonas de libre tomerc'io, úregs econóui!:as y úrtrtj
económicus especiales, y las que tengon conlralos con la Nución, .'onltülos
lo,¿s o Racisln) (Iic'iul de lu lndu,\tr¡u Nu.¡onul tigenlc

J. Lu,¡ de <t»tuni<uciól, a.rcq¡k¡ lus intluslrius qua desurr¡¡llun hien¿s de ultq
tecnologb.

1. Las de sefryracLón, trqtsmisión v djsl;ribucLón de ercryts el¿eLkg,e&eru
lus industrias que adopten modalidades de producción de encr¡!ía rcnovublc
t' coge n a ruc iótt puru u u I ocon,\ u nto.

5. Lus dedicadas al empoque y distribución de oroduclos. sitt ouc medie un
proceso de transformación industrial.
Lus constructoros.
Lus irulustrias extraclivus o que exploten retursos mineraler nktúlicos dcl
lrut.\.
Las que no se en rquen denln¡ ¿lc lus delinitiones de esta Lcv."

6
7

8 (Lo
subrayado es nuestro)

De la norma citada se colige que, existen limitantes para ciefas empres¿s las cuales no
pueden acogerse a los beneficios de la ley, entre ellas están aquellas que gozan de cualquier
otro incentivo fiscal, las industrias extractivas o que exploten recursos minerales metálicos
del país, entre otras. Estos primeros requisitos generales en una correcta hermenéutica
jurídica. deben ser aplicados a todas las empresas que deseen acogerse a los beneflcios
contenidos en la Ley N.'76 de 23 de novienrbre de 2009.

En ese mismo orden de ideas, Ia citada Ley de fomento y desarrollo de la industria,
introdujo dos procesos, siendo el primero el Registro de la Industria Nacional (RIN) y otro
respecto a la expedición de un Certificado de Fomento Industrial (CFI); actos administrados
éstos, con sus respectivos requisitos y formalidad para su otorgamiento; los cuales en
concordancia con los requisitos del afículo 3 ul supra, permiten que las empresas puedan
optar por los beneficios contenidos en la Ley N.'76 de 23 de noviembre de 2009.

No nodrún acogerse u csla Lq¡ las empresus siguientes:



o Registro de Ia lndustria Nacional:

El artículo I 5 del Texto Único de la Ley N.' 76 de 23 de noviembre de 2009 señala que el
Registro de la Industria Nacional tiene la finalidad de'. "...recopilar dutos estadíslicos y
desarrollar indicodores que permilan evaluor el crecimiento de la competitividad y
productividad de la industria nacional, así como promover la agilización de trúmites por
medit¡ de la Ventunilla Única de la Intlustria, olorgar los incentivos fscales dispuestoi en
aslu Le)' y los olros beneficios generados en el marco del Programa Nacional de
Compelitividad lnduslridl y los cstablecidos en el Certfrcado de Fomento Induslrial."

Además, señafa que: "Sok¡ podrún inscribirse en el Registro las empresas eslsblecidas en
el terrik¡rio nacionol que realicen procesos de transformución industrial, p19tt!¡t
c'umplimiento de lo"' ito:i l' evaluaciones aue al resoecto se eslablezcan..." v enlista a
las siguientes empresas, las cuales no podrán inscribirse al Registro:

De la citada norma se colige que, el Registro de la Industria Nacional, cumple entre otras
cosas, una función evaluadora respecto al crecimiento, competit¡vidad y productividad de la
industria nacional y otorga beneficios fiscales; además, el citado artículo refiere la
exclusión de ciertas empresas, las cuales no pueden optar a dicha inscripción.

En ese mismo orden de ideas, el artículo 20 de la referida Ley 76 de 2009 señala que:

"...La inscripción de una empresa en el Registro se oficializará mediante
resolución exncdida nor la Direccií¡n Ganeral <]a Industrius del Ministerk)
de ('omcrcio e Industrias. preyio concaph .favorahle d¿l Cunsejo N<tcional
de Política lndustrial. que será notilicada e lq Dirección General de
Ingresos y a la Conlraloria General de República
titulqr L,l daracho u g¡zar de los benelickts a incentivos Dret'i.¡tos ¿n lu
nrasutt( Lev
La Dirección General de Induslrias tendrá sesenla días calendario para
procesar y.firmar la resolución a part¡r de la recepción completa de lu
documenlación."

Y. dentro de los beneficios e incentivos tributarios con los que cuentan las empresas
debida¡¡ente inscritas en el Registro de la Industria Nacional, el artículo 23 señala los
siguientes:
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l. "Las de comunicación, exceplo las induslrias que desarrollan bienes de
a a tecnología utilizudos en las comunicaciones.

2. Las de generación, lransmisión y distribución de energ[a eléctrica,
excepto las industrias que adopten modalidades de producción de
energía renovable y cogeneración para auloconsumo.

3. Las dedicadas al empaque y distribución de productos, sin que medie un
proceso de lransformación induslrial.

1. Lds construcloras.
5. Las induslrias extractivas o que exploten recursos minerales metálicos

del país.
ó. Las que se establezcan en un régimeh rtscal o aduanero especial, cr.tmo

zonas fancas, zonas de libre comercio y áreas económicas especiales,
así como las que tengan contratos con la Nación o conlratos leyes.

7. Las que no se enmarquen dentro de las definiciones de esÍa Ley."



"1. El 3% como impueslo de importación a las malerias primas. Productos
semielaborudos o intermedios, maquinorias, equipos y repuestos, envases y
empaques y demás inswnos que cnlren en la composición o el proceso de
elaboración de sus prodttclos. Se excluyen k¡s materiules de construcción,
vehiculos, mobiliarbs, útiles de oficina y cualquier otro insumo que no se
ulilicen en el proceso de producción de la empresa, así como las materias
primas, procluclos semielaborudos o intermedios y demás insumos
considerados como productos sensitivos para la economía nacional, como
lo establece el artículo 25 de la Ley 28 de 1995, el artículo I del Decreto de
Gabinete 25 de 16 de julio de 208 y los tratados de libre comercio suscrikts
con la República de Panamá.
2. Deducción como gaslo en la declaración de rentu del primer año, del
I00% del impuesto sobre la transferencia de bienes corporales muebles y lo
presloción de servicios sobre lus naquinurias, equipos y repuestos puta
eshs, que sean utilizados en el proceso de transformación industrial de lu
indu,stria alimentaria y/o no contribuyente.
3. Régimen de anastre de pérdidas. Las péxlidas que sufren las empresus
que se acojun al régimen establecido en esta Ley en un periodo fscal serán
deducibles en los cinco periodos fi.scales siguientes, a razón del 20% por
año. Tc es declucciones no podrán reducir en nus del 50% la renta neta
gruvuble del contribuyente en el año en que dedwca lo cuota purle
respectivo. La porción de pérdidas no.leducidas duranle dicho periodo
fscul no podrá deducirse ¡:n años posleriores ni causará devolt«:ión alguna
por parte del Tesoro Nacional. Las deducciones solamenle podrún
efecluarse en la declarución jurada del impuesto sobre la renta y no en la
dec I aración e s I imalor ia.
1. Regímenes de reinlegro dduanero. Las empresas podrán acogerse a kss

regínrcnes aduuneros desarrollados en el Decreto-Ley I de l3 de febrero tle
200U, así como el nnneral 7 del artículo 200 de la Constituci(»t Politica de
la Repúblicu. "

Tres son los aspectos a resaltar de las normas citadas

l. El Registro de la lndustria Nacional, se oficializa mediante resolución
expedida por la Dirección General de lndustrias del Ministerio de
Comercio e Industrias.

2. Las empresas debidamente inscritas tienen derecho a gozar de los
beneficios e incentivos previstos en la presente Ley (artículo 23 de la Ley
N."76 de 2009).

3. Solo podr¿in inscribirse en el Registro las empresas establecidas en el
tenitorio nacional que realicen procesos de transformación industrial,
previo cumplimiento de los requisitos y evaluaciones que al respecto se
establezcan en la referida ley como un todo, esto incluye los requisitos
contenidos en el artículo 3.

Certificado de Fomento Industrial:

Por su parte, el artículo 4 del Texto Único de la Ley N.'76 de 23 de noviembre de 2009.
define Certificado de Fomento Industrial como un "Crédito fiscal no transferible otorgado a
las empresas agroindustriales y las industrias de manufactura debidamente inscritas en el
Registro de la Industria Nacional, exento de toda clase de impuestos, que no causa ni
devenga intereses".

Nota C-211-22
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Como se desprende de la citada norma, el otorgamiento del Cefificado de Fomento
lndustrial está condicionado, entre otros requisitos, a la inscripción previa de las empresas
en el Registro de la Industria Nacional; en consecuencia, toda empresa que desee optar por
los benellcios que otorga el Certificado de Fomento Industrial, debe cumplir con los
requisitos del artículo 24, del Texto Único de la Ley N.'76 de 23 de noviembre de 2009.
que señala:

"Arlíctlo 21. Solo se podrá solicitar el Certificado de Fomento Induslrial
<lexle el año fiscal en que la empresa realice la inversión y hasla tres años
posterk)rcs a esla. Las empresus deberán estur inscrilas cn el Regislro y
deberán llenar una solicitud sin costo, proporcionadu por la Dirección
General de Industrias del Ministerio de Comercio e Industrias... "

Con meridiana claridad se colige que, toda empresa que desee optar por los beneficios que
otorga el Certificado de Fomento Industrial, debe esta previamente inscrita en el Registro
de la Industria Nacional; es decir debe cumplir con los requisitos que para los efectos de
dicha inscripción se tienen, sin pasar por alto el contenido del artículo 3 como requisitos
generalcs del Texto Único de Ia Ley N.'76 de 23 de noviembre de 2009.

En ese mismo orden de ideas, podemos señalar que para que se dé la expedición de un
Certilicado de Fomento Industrial a una empresa, esta última debe primero cumplir con los
requisitos del articulo 3 de la ley in comento: posterior a e[[o, la Dirección General de
Industrias del Ministerio de Comercio e Industrias. previo concepto favorable del Consejo
Nacional de Política Industrial, expedirá una resolución por medio de Ia cual queda inscrita
lbrmalmente la empresa en el Registro de la Industria Nacional. Cumplido lo anterior, las
empresas pueden proceder a solicitar los Certificados de Fomento Industrial.

Ahora bien, el alículo 30 del Texto Único de la Ley N.'76 de 23 de noviembre de 2009,
establece un procedimiento en el cual las empresas pueden presentar previamente a [a
Dirección General de Industrias del Ministerio de Comercio e lndustrias un lo delt

Droyecto para su aprobación. y optar así a la obtención del Certificado de Fomento
Industrial. ve¿ nos:

"Arlículo 30. Las empresas, u fin de obtener garantías jurídicus
sufciantes para aseguror que les serán recutocidos los benefcios u que
se reJiere esta Ley, Dodrún oDtar Dor prgsentor Dreviunrenle a la
Dirccción G¿nerul da lndus lrids ¿¿l Mfuislario de ('unerrio e Indu:;triu.s
un nrolocolo del prolecto para su a?rohuckin y. de scr qtrobulo, lerulrá
c;g¡cider vinculunle sohre lu emisión clel Certili<uclo de Fou,:nto
lndustrial. En el evento de que la empresa ople por la aprobación previa,
lu DirccL ión Gencntl de lndu.\trids lo avuluurci y rcmitirá ol ('utseio
Nuckmul de Polít ic u Intlustriul punt :¡u apntbu< ión o rechuzo.
La Dirección General de Industrias del Ministerio de Contercio c
Iruluslrias tendrá un plazo no mayor de treinta díos luibiles paru dar
respueslu al prolocolo del proyecto presentado, de forna tal que la
ctnpresu tenga conucimienlo de unlemano sobre la posibilidad de optar
por un Certificado de Fornenlo lndustrial. De aprobarse el prolocob del
proyecb, la Dirección General de lnduslrias vertfcará que se haya
cumplido con lo señalado en él y procederá de acuerdo con los trúmites
coftespondienles,
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La aprobación de dicho protocokt ytr lu Dirección General de lndustrias
del Ministerio de C'omercio e lndustrias tentlrai una vigencia de dos años"
(Lo subrayado es nuestro)

Tres son los aspectos a resaltar de la citada norma:

l. Las empresas previamente inscritas en el Registro de la Industria Nacional de
conformidad con el artículo 24 de la Ley 76 de 2009, podrán optar por presentar
previamente a la Dirección General de Industrias del Ministerio de Comercio e
Industrias un protocolo del proyecto para su aprobación y así optar por los
beneficios que la citada ley consagra.

2. La Dirección General de Industrias evaluará y remitirá el proyecto al Consejo
Nacional de Política Industrial para su aprobación o rechazo.

3. En una correcta hermenéutica j urídica, se colige que la mera presentación previa de

un proyecto por una empresa, no obl¡ga a la Dirección Ceneral de Industrias y al
Consejo Nacional de Política lndustrial para su aprobación, ya que, la misma debe
ser evaluada de acuerdo con los trámites contenidos en la Ley, en concordancia con
el procedimiento reglamentado a través de los artículos 19 al 26 del Decreto
Ejecutivo N.'37 de l0 de abril de 2018.

No obstante, los artículos 3l y 32 de la Ley N.'76 de 2009, señalan otro supuesto, respecto
a cuándo la presentación del proyecto se da una vez finalizado el mismo. Veamos:

"Artículo 31. La empresu que rut hayu presenlado nreviumenle el
rtrolocolo del proleclo. a que se refiere el arlículo anlerior.J_Lgyg
realizadct su nroyecto. a la culminación de este deberá oresenlur a Ia
Dirección General de Induslrias del Ministerio de Comercio e Induslrius
lu documentación correspondiente estublecida de acuerdo con el
henelicio al oue luieru qnlicur. "

''Artículo 32. La Dirección General da lndustrias del Ministario da
(omercio e lndustids lendró husta un máximo de novenlu díus
culendario para analizar la solicilud )¡ emitir lu resolución gue otorsa o
rachqzu el ('ulificudo de Fi¡mentt¡ lnclustriul. Dic'ho periodo incluye el
liempo paro que el (-onseio Nacional de Política Industrial lome Ia
deciskjn aue ct¡rresponda. co4forme ul informe técnico elaborutlo por lu
Dirección General de Induslrias. de acuerdo con el numeral I del
urtículo 61.
Unq vez emilida la resolución que olorga el Certificatlo de Fomento
lndustriul, la Direcckin General de Industrias lo confeccionará, le harú
cntregu de cste al solicilonle y remitirá una copia dutenticddu a lu
Dirección General de Ingresos del Ministerio de Ecorutmía y Finunzas.
Lu Dirección General de Ingresos del Ministerio de Economia y Finanzus
podrá realizar auditorías paru verificar la validez de la infi»macón
presenluda, ul momento de solicitar el Certificado de Fomenb lndustriul.
de muneru que compruebe que las inversiones fueron reulizadas. "

Del artículo citado se colige que, la Dirección General de lndustr¡as y el Consejo Nacional
de Política Industrial; tienen la potestad de aprobar yio rechazar a través de resolución
motivada, las solicitudes de las empresas que deseen obtener Certificados de Fomento
Industrial, sin importar si la presentación del proyecto es previo o a su culminación.
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En ambos casos, el procedimiento para su aprobación y/o rechazo establece el
cumplimiento de manera completa de requisitos, señalados en el Texto Único de la Ley
N.'76 de 23 de noviembre de 2009 y su posterior reglamentación a través del Decreto
Ejecutivo N.'37 de l0 de abrilde20l8.

La Dirección General de Industrias del Ministerio de Comercio e lndustr¡as en
conjunto con el Consejo Nacional de Política Industrial, son los competentes para
las aprobaciones y/o rechazos de las solicitudes tanlo para el Registro de la Industria
Nacional como para la emisión de los Certificados de Fomento lndustriall en
consecuencia le corresponderá, la revisión de aquellas solicitudes que füesen
aprobadas al margen del Texto Unico de la Ley N.'76 de 23 de noviembre de 2009
y el f)ecreto Ejecutivo N."37 de l0 de abril de 2018, ya que, de conformidad al
Principio de Legalidad, establecido en el artículo l8 constitucional, en concordancia
con el artículo 34 de la Ley N.'38 de 3l de julio de 2000, todos los actos
administrativos deben estar sometidos a las leves.

2. Las resoluciones expedidas por la Dirección General de lndustrias del Ministerio de
Comercio e Industrias se encuentran rcvestidas de presunción de legalidad y por
consiguiente, las empresas inscritas en el Registro de la lndustria Nacional (RIN),
gozan de los beneficios otorgados por el artículo 23 del Texto Único de la Ley
N.'76 de 23 de noviembre de 2009.

3. Respecto a las empresas inscritas en el Registro de la Industria Nacional, que no
cumplen con los requisitos del arlículo 3 del Texto Único de la Ley N.'76 de 23 de
noviembre de 2009, la Dirección Ceneral del Ministerio de Comercio e Industrias,
en cumplimiento de los artículos 19 y 32 de la referida Ley, puede verificar la
validez de la información presentada por las empresas solicitantes o inscritas en el
Registro; así como realizar auditorías, de manera que compruebe que las inversiones
fueron realizadas.

De esta manera, damos respuesta a la consulta, señalándoles que la opinión aquí vertida no
constituye un pronunciamiento de fondo, o un criterio jurídico concluyente que determine
una posición vinculante de la Procuraduría de la Administración, en cuanto al tema
consultado.

Atentamente.

(
(; ()nZT EZ ncgro

Procurador de la Adrninist ton

RGM/mr
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Es por lo anterior que, este Despacho concluye en los sigu¡entes términos:


